
El antropocentrismo como límite del 
desarrollo sostenible: una mirada 
jurídica desde las Américas

 

 Este ensayo examina las tensiones inherentes al desarrollo sostenible desde
una perspectiva jurídica, cuestionando su aparente neutralidad y revelando
su persistente orientación antropocéntrica. A través del análisis del caso 
ecuatoriano y de marcos internacionales como los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), se sostiene que el desarrollo sostenible, aunque pretende 
reconciliar progreso social y protección ambiental, continúa subordinando a 
la naturaleza bajo lógicas extractivistas. Sin embargo, el estudio propone 
que un enfoque híbrido—que combine principios antropocéntricos y 
ecoCéntricos—puede ofrecer soluciones viables. El reconocimiento 
constitucional de los derechos de la naturaleza en Ecuador, junto con el 
modelo del Buen Vivir, ilustra un esfuerzo concreto por superar el 
paradigma dominante. Aunque no exento de contradicciones, este modelo
demuestra que es posible construir formas más justas y equilibradas de 
desarrollo. El derecho, en este contexto, emerge como una herramienta 
poderosa para reconfigurar la relación entre humanidad y naturaleza hacia 
un futuro más sostenible. 

 Desarrollo sostenible – Antropocentrismo – Ecocentrismo – Derechos de la 
naturaleza – Ecuador – Buen Vivir – Extractivismo 
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Por ejemplo, los modelos económicos regenerativos proponen que el rol de los seres humanos 
sea reparar el daño infligido a la naturaleza y restaurarla a su estado original. Los defensores de 
este enfoque buscan asegurar que todas las acciones humanas tengan un impacto positivo—en 
lugar de neutral o negativo—sobre el mundo natural, promoviendo así ciclos productivos que 
regeneran ecosistemas y mantienen la biodiversidad (Scoones, 2016). 

Imaginar sociedades que no operan bajo las mismas instituciones legales o supuestos 
antropocéntricos requiere a menudo un profundo ejercicio reflexivo. Un ejemplo paradigmático de 
una relación fundamentalmente diferente con la naturaleza puede encontrarse entre los pueblos 
indígenas de la Amazonía. Estas comunidades organizan sus vidas según principios que difieren 
significativamente de las normas occidentales. En la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso “Sarayaku vs. Ecuador”, un miembro de la comunidad describió su 
cosmovisión de la siguiente manera: 

“Es una relación íntima, una convivencia armoniosa: el Kawsak Sacha para nosotros es la selva viviente, 
con todo lo que conlleva, con todos sus seres, con toda su cosmovisión y cultura, en la que estamos inmersos. 
Estos seres son muy importantes: sostienen nuestra energía vital, mantienen el equilibrio y la abundancia, 
sostienen todo el cosmos y están interconectados. Son indispensables no sólo para Sarayaku, sino para el 
equilibrio de la Amazonía, y por eso defendemos nuestro espacio vital con tanta determinación” (Corte IDH, 
2012). 

Es sencillo romantizar estas palabras. No obstante, el verdadero desafío radica en cuestionar si 
esta cosmovisión podría trasladarse a escala nacional y si las instituciones jurídicas pueden 
reformarse para que la naturaleza deje de ser tratada simplemente como objeto comercial. 

Estudio de Caso: Ecuador 

En 2008, Ecuador dio un paso audaz: la nueva Constitución incorporó conceptos que 
redefinieron la manera en que nos relacionamos con la naturaleza. A partir de ese momento, la 
naturaleza dejó de ser considerada un objeto y pasó a reconocerse como un sujeto de derechos, 
cuya protección se confía al Estado y puede ser invocada por cualquier individuo. Contrario a las 
suposiciones comunes en el discurso internacional, la naturaleza en Ecuador no goza de los 
mismos derechos que los seres humanos, sino que se le conceden tres derechos específicos: (i) el 
derecho a existir, (ii) el derecho al mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales y (iii) el 
derecho a la restauración (Constitución del Ecuador, 2008). 

Esta perspectiva, inspirada en cosmovisiones indígenas, corrige parcialmente la previa 
concepción antropocéntrica, aunque sigue siendo antropocéntrica en la medida en que los seres 
humanos continúan determinando el lugar y el rol de las demás entidades. Esto contrasta con la 
interpretación del pueblo Sarayaku ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aunque 
quizás refleja el grado de flexibilidad que el sistema está dispuesto a ofrecer actualmente. 

Este reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos no opera aisladamente. Ecuador 
también ha adoptado el concepto de Buen Vivir como modelo de desarrollo (Constitución del 
Ecuador, 2008). Esta filosofía—principalmente arraigada en el pensamiento indígena andino—se 
alinea con el desarrollo sostenible al enfatizar la armonía entre los seres humanos y el mundo 
natural (Gudynas, 2011). Más concretamente, el Buen Vivir constituye una visión de vida en la que 
el bienestar humano se busca conjuntamente con la naturaleza y la comunidad, basándose en 
principios de igualdad, sostenibilidad, reciprocidad y democracia. Esta cosmovisión está 
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formalmente reconocida en la Constitución ecuatoriana: el Artículo 275 la consagra como 
fundamento del desarrollo, y la Sección Segunda establece una serie de derechos que contribuyen 
a su realización, vinculándola con el derecho a una vida digna. 

La Constitución reitera la necesidad de equilibrar la sociedad y el medio ambiente, ofreciendo 
un ejemplo notable sobre cómo conciliar las necesidades urgentes de la población con la 
preservación ecológica. 

Sobre la Implementación 

Han transcurrido diecisiete años desde la entrada en vigor de la Constitución de 2008, por lo 
que resulta apropiado evaluar algunos de sus resultados. Como se señaló anteriormente, 
transformar la matriz productiva y el modelo de desarrollo de un país es un proceso que se mide 
en décadas (Gabor, 2023); por lo tanto, el progreso de Ecuador debe ser evaluado con cautela y no 
desestimado prematuramente. En la práctica, sin embargo, el país sigue dependiendo fuertemente 
de la extracción petrolera, que aporta aproximadamente el 30% del PIB (FMI, 2024). 
Adicionalmente, el Estado promueve la minería como estrategia de desarrollo: más del 7% del 
territorio nacional está actualmente concesionado para exploración y explotación minera (Peck, 
2024), mientras sectores como ciencia y tecnología permanecen marginales. 

Aunque el reconocimiento constitucional de la naturaleza es innovador, la protección 
ambiental no siempre es prioritaria en la práctica. Como señala Köhler respecto a la doctrina 
europea del constitucionalismo ambiental, en ausencia de órganos administrativos especializados 
y procedimientos judiciales rápidos, los derechos otorgados a la naturaleza a menudo permanecen 
aspiracionales, careciendo de verdadera fuerza legal. 

Por ejemplo, el Artículo 20a de la Ley Fundamental alemana obliga a la protección ambiental 
(República Federal Alemana, 2023), pero los tribunales han permitido excepciones cuando dicha 
protección entra en conflicto con derechos de propiedad o libertades económicas. El caso más 
famoso e ilustrativo es Lliuya v. RWE AG (Climate Case Chart, 2025), que demuestra cómo, a 
pesar de los avances en legislación ambiental como el Artículo 20a, en la práctica judicial 
prevalecen los intereses de empresas privadas. Aunque la demanda presentada por el agricultor 
peruano Saúl Luciano Lliuya contra RWE logró superar la etapa inicial de inadmisibilidad y abrió 
la posibilidad de responsabilizar proporcionalmente a una corporación privada por su 
contribución al cambio climático, hasta ahora no se ha emitido una sentencia final que imponga 
obligaciones concretas. 

La prolongada naturaleza del proceso, los extraordinarios requisitos probatorios y las recientes 
evaluaciones periciales que minimizan el riesgo de daño revelan que el sistema jurídico continúa 
otorgando mayor protección a la seguridad económica de los grandes emisores que a los derechos 
ambientales o los intereses de comunidades vulnerables (Grantham Research Institute on Climate 
Change and the Environment, 2025). Así, aunque Alemania reconoce constitucionalmente la 
protección ambiental, el caso Lliuya expone las limitaciones reales de dicho reconocimiento frente 
al poder de los actores económicos. 

Del mismo modo, la desigual transposición de la Directiva 2004/35/CE sobre responsabilidad 
ambiental en los Estados miembros de la UE destaca la brecha entre obligaciones normativas y 
cumplimiento efectivo. Marie-Claire Cordonier Seger advierte que, sin mecanismos sólidos para la 
participación ciudadana y tribunales especializados, el enfoque dominante sigue siendo 



antropocéntrico: la naturaleza se vuelve jurídicamente relevante sólo cuando sirve a intereses 
humanos (Cordonier Segger, 2004). Por lo tanto, la codificación constitucional por sí sola no 
garantiza un cambio de paradigma; la voluntad política, financiación adecuada y marcos 
institucionales son esenciales para la protección efectiva de los derechos ecosistémicos. 

Dicho esto, el caso ecuatoriano revela avances significativos que sugieren un debilitamiento 
gradual del dominio antropocéntrico. Las acciones legales en defensa de la naturaleza se han 
convertido en herramientas recurrentes para organizaciones de la sociedad civil y ciudadanos 
particulares. Un ejemplo notable es la sentencia del 5 de julio de 2024 sobre el río Machángara en 
Quito, que responsabilizó al gobierno local por contaminación—tratando sólo el 2% de aguas 
residuales—y ordenó un plan específico de descontaminación (Corte de la parroquia Iñaquito, 
2024). 

Las comunidades indígenas también han utilizado consistentemente mecanismos 
constitucionales disponibles, desde el Sumak Kawsay hasta el derecho al consentimiento libre, 
previo e informado para proyectos extractivos. El caso más emblemático ocurrió el 20 de agosto de 
2023, cuando en un referéndum nacional de un total de nueve millones de votantes, 5.541.585 se 
pronunciaron a favor de declarar al Parque Nacional Yasumí—el área más biodiversa del 
planeta—libre de explotación petrolera (CNE, 2023). 

Desde otra perspectiva, suspender estos proyectos podría haber obstaculizado el desarrollo 
económico nacional. Solo el proyecto Yasumí ITT generaba ingresos anuales cercanos a $1.200 
millones (Banco Central del Ecuador, 2023)—una cifra significativa para un país con un PIB de 
aproximadamente $59 mil millones (Banco Central del Ecuador, 2025). 

Este resultado ilustra el argumento central de este ensayo: en el mundo que habitamos, el 
equilibrio parece ser el único camino viable. Si se otorgara prioridad absoluta a la naturaleza, 
Ecuador se vería obligado a prohibir toda forma de extracción, una medida que probablemente 
paralizaría la economía y sumiría a la población en la pobreza, ya que dichos recursos son 
necesarios para financiar programas sociales y alcanzar el progreso económico y social. No 
obstante, al ponderar la dimensión ambiental, el país ha tomado decisiones como la reciente 
protección del Yasumí, intentando conciliar las necesidades presentes con la preservación del 
entorno. 

Puede ser útil contrastar esto con otro enfoque de política pública sobre sostenibilidad para 
entender por qué el avance de Ecuador es tanto significativo como digno de reconocimiento. En los 
Países Bajos, la implementación de los ODS siguió un modelo de “intervención ligera”: se 
designaron puntos focales en cada ministerio y se estableció un organismo de coordinación 
interministerial. En la práctica, esta estrategia ha resultado más eficaz para proyectar la imagen de 
un Estado comprometido con los ODS que para generar resultados sustantivos. Yunita describe el 
caso neerlandés como un “juego de representación” (Yunita, 2022), donde la forma prevaleció 
sobre el fondo, evitando abordar las contradicciones estructurales entre la expansión económica y 
la protección ambiental. Los autores sostienen que el gobierno adoptó una política ambiental de 
“ganar-ganar”, asegurando que la implementación de los ODS no implicara pérdidas económicas, 
un enfoque que revela una postura profundamente antropocéntrica en la que la lógica del 
mercado, en la que siempre se gana o se pierde, domina la toma de decisiones. 
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Por el contrario, Ecuador ha optado por confrontar el problema de fondo: ha cuestionado las 
lógicas de mercado asociadas al crecimiento y ha sacrificado cierto grado de desarrollo económico 
para equilibrar las esferas social y ambiental. Este ensayo no pretende juzgar cuál enfoque es 
superior al otro, sino destacar que la orientación antropocéntrica de la política pública permea 
todos los niveles y puede determinar la trayectoria de desarrollo de un país. Esto se ha logrado, 
según Haarstad, a pesar de la resistencia de instituciones internacionales como el Banco Mundial y 
el FMI, ambas conocidas por promover el extractivismo (Haarstad, 2016) y presionar a los países 
en desarrollo para adoptar políticas social y ambientalmente insostenibles en nombre de la 
estabilidad económica. 

Conclusiones 

Volviendo a la hipótesis de este estudio, el desarrollo sostenible mantiene una orientación 
antropocéntrica, incluso cuando busca introducir cierto equilibrio en comparación con 
interpretaciones tradicionales. En la práctica, los esfuerzos siguen siendo limitados, especialmente 
cuando se examinan a través del lente de instrumentos jurídicos globales como los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, que son ambiciosos en sus metas pero en gran medida poco desafiantes para 
el statu quo. 

En este contexto, podría argumentarse que un cambio de paradigma que sitúe a la naturaleza 
en el centro del desarrollo resolvería los problemas ambientales. Sin embargo, dicha perspectiva 
resulta inviable bajo las condiciones globales actuales: entraría en conflicto directo con estructuras 
internacionales arraigadas que promueven el extractivismo, así como con marcos jurídicos que 
siguen considerando a la naturaleza como un objeto. Además, este enfoque ignoraría las 
dimensiones económica y social de la sostenibilidad. Por tanto, resulta más realista reconocer que 
la actividad humana genera inevitablemente impacto, y que el desarrollo, incluso el llamado 
“sostenible”, sigue siendo un concepto humano y, por ende, fundamentalmente antropocéntrico. 
Sin embargo, esto no implica que no puedan adoptarse medidas eficaces dentro de dicho marco. 

La segunda parte de la hipótesis propone que la solución a los desafíos ambientales requiere 
un enfoque híbrido o mixto. El caso ecuatoriano demuestra que, mediante instituciones y 
herramientas jurídicas—como la Constitución—es posible empoderar a la ciudadanía para 
equilibrar las distintas dimensiones del desarrollo. Sin embargo, este ejemplo no constituye una 
panacea ni un modelo mecánicamente replicable; más bien, resalta que las respuestas sostenibles 
deben, ante todo, estar localizadas y ser compatibles con el contexto específico, como se observa en 
Ecuador, donde la visión normativa se enriquece con saberes ancestrales. 

Al llegar a esta conclusión, el estudio también subraya la persistente paradoja entre el 
crecimiento económico y la preservación ambiental. Si bien algunos enfoques son más 
responsables que otros, debe aceptarse que la acción humana y la expansión económica conllevan 
inevitablemente costos ecológicos. De ahí la importancia de abordar la raíz del problema—como 
ha intentado hacer Ecuador—en lugar de limitar los esfuerzos a soluciones formales o simbólicas, 
como ejemplifica el caso de los Países Bajos. Las respuestas verdaderamente transformadoras 
requieren decisiones difíciles, incluyendo, en ocasiones, el sacrificio del crecimiento para restaurar 
el equilibrio ecológico. 

En efecto, el concepto de desarrollo sostenible es antropocéntrico. Sin embargo, los enfoques 
mixtos pueden resultar no solo eficaces, sino también más viables, al preservar ciertos elementos 
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